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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / ELEMENTOS QUE CONSTITUYEN SU NÚCLEO ESENCIAL / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO.
El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho.
“La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida”. (…)
De esta manera las cosas, se justifica, tal como lo hizo la funcionaria de primera instancia, dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, noviembre treinta (30) de dos mil dieciocho (2018)

Acta No. 476 del 30 de noviembre de 2018

Expediente No. 66001-31-03-005-2018-00797-01

Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la accionante Carmen Emilia Román de Acevedo frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el pasado 10 de octubre, en la acción de tutela que instauró contra el Ministerio de Trabajo, a la que fueron vinculados el Director Territorial de Risaralda, la Coordinadora del Grupo de Convenios Internacionales y la Directora de Pensiones de esa entidad.

ANTECEDENTES

1. El apoderado de la accionante relató los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 12 de abril de este año se elevó petición ante el Ministerio de Trabajo para obtener copia de todas las diligencias adelantadas por esa entidad ante las autoridades de España, relativas al trámite pensional de la actora, así como del expediente administrativo que reposa en ese Ministerio y de los formatos ES/CO2 diligenciados ante aquellas.

1.2 De conformidad con la Ley 1112 de 2006 los organismos de enlace se encargaran del intercambio de información relativa al convenio binacional y “las instituciones competentes de las partes contratantes, se encargarán de estudiar, tramitar y decidir las solicitudes presentadas para el reconocimiento de las prestaciones de que trata el presente convenio”. 

1.3 El 16 de mayo pasado el Director Territorial del Ministerio del Trabajo informó que la solicitud sería remitida, por competencia, a la encargada del Grupo de Convenios Internacionales de esa entidad. Esta última se pronunció para solicitar se aportara el poder para actuar y la consignación por concepto de pago de copias. A ello se procedió el 11 de julio siguiente. Sin embargo, teniendo en cuenta que el 24 de agosto, funcionaria del citado Grupo se comunicó telefónicamente con ellos para indicarles que no se había aportado copia de esa consignación, esta se le volvió a remitir por correo electrónico.

1.4 A la fecha no se ha resuelto de fondo y de manera completa la solicitud, a pesar de que se encuentra vencido el término para ese efecto.

2. Considera lesionados los derechos a la igualdad, petición, seguridad social hábeas data, al trabajo y la vida digna. Para su protección, solicita se ordene al Ministerio de Trabajo expedir copia de: a) las diligencias que se realizaron, como organismo de enlace, en relación con el trámite pensional y la expedición de los formatos ES/CO2 de la accionante; b) de estos últimos y c) de la decisión final adoptada por la autoridad competente de España.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 26 de septiembre último se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular al Director Territorial de Risaralda, a la Coordinadora del Grupo de Convenios Internacionales y a la Directora de Pensiones del Ministerio de Trabajo.

2. Se pronunció la Asesora de la Oficina Jurídica de ese Ministerio para manifestar que de conformidad con información brindada por la Coordinadora del Grupo de Convenios Internacionales, a los organismos de enlace les corresponde el intercambio de información entre las entidades competentes de definir el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas. Explicó que el trámite pensional se inicia con solicitud formulada por el interesado ante la entidad encargada de la seguridad social del país en que resida, es decir la Administradora Colombiana de Pensiones o el Instituto de Seguridad Social de España y estas analizarán las normas establecidas del convenio y remitirán los formulario de tiempos cotizados al organismo de enlace, para luego decidir sobre la reclamación pensional, de acuerdo con las reglas determinadas por cada estado. 

En este caso se han adelantado los siguientes trámites: a) el 4 de mayo de 2011 esa cartera recibió del ISS el formulario CO/ES2 de la señora Román de Acevedo y solicitud del ES/CO2 requerida por el Reino de España; b) el 2 de septiembre siguiente se solicitó al ISS indicar si la reclamación de la citada señora había sido presentada directamente ante ese autoridad o si fue interpuesta en España; c) se respondió que había sido radicada en el centro de atención del pensionado en Risaralda, por lo que se presumía que la asegurada tenía como domicilio Colombia. Sin embargo, como se logró determinar que tenía su residencia habitual en España, el trámite debía adelantarse en este último lugar; d) el 24 de febrero de 2016 Colpensiones envió a ese Ministerio los formatos CO/ES2 y CO/ES1, así como solicitud del ES/CO2; e) el 15 de abril de 2016 se remitió a la Dirección Provincial de Madrid aquel formato y se requirió el último de ellos. A esto se procedió el 20 de septiembre de 2016, además se recibió copia de la resolución correspondiente al trámite pensional. Estos documentos fueron trasladados a Colpensiones; f) el 8 de noviembre de 2016 Colpensiones envió el formulario CO/ES2 actualizado y la Resolución GNR 314864, por medio del cual se negó la pensión de vejez de la accionante, todo lo cual fue remitido por esa cartera a España y g) mediante oficio del 26 de junio de este año, con ocasión a la solicitud de la accionante, se requirió a su abogado para que aportara el poder para actuar y, luego de cumplido este requisito y de allegado la consignación para la expedición de copias, por oficio de 24 de septiembre último se dio respuesta a esa reclamación, se le remitieron 59 folios correspondientes a todo el expediente administrativo y se le brindó información sobre las gestiones adelantadas por ese Ministerio.

Solicitó se declarara el hecho superado.      

3. Se decidió la primera instancia mediante sentencia del 10 de octubre pasado, en la que se declaró la carencia actual de objeto.

Para decidir así, estimó que la entidad accionada resolvió de fondo la cuestión, ya que las primeras tres solicitudes que contienen el derecho de petición formulado por la accionante, dirigidas a obtener copia de los formatos y actuaciones adelantadas en el trámite pensional, fueron atendidas con la reproducción íntegra del expediente administrado, que consta de 59 folios, y en relación con la cuarta solicitud se dijo que “estamos a la espera de que la Dirección Provincial de Madrid – España, nos remita el formulario ES/CO-02 actualizado, para que este Ministerio en su calidad de organismo de enlace lo envíe a Colpensiones, entidad que continuará con el trámite de rigor”. Esta respuesta se remitió a la dirección suministrada por el apoderado de la actora, en la cual fue efectivamente recibida el 1º de octubre último. Concluyó que la vulneración del derecho de petición había cesado. 

4. Inconforme con el fallo, el apoderado de la accionante, lo impugnó. Alegó que si bien se había dado respuesta a la petición, a ello se procedió de manera incompleta ya que en los 59 folios allegados, no se encuentran los formatos ES/CO-02 actualizados, que habían sido tramitados ante las autoridades españolas; es decir, que frente a los cuatro puntos contenidos en la solicitud, solo se contestaron dos.

Solicitó se revoque el fallo de primera instancia y se ordene a la entidad demandada responder de manera completa la citada reclamación.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir   una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2. Corresponde a la Sala decidir si: a) la entidad demandada desconoció el derecho de petición de que es titular el accionante, al no responder en debida forma la solicitud que formuló el 12 de abril de este año y b) si se está frente a un hecho superado tal como lo plantea la entidad accionada. 

3. El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:
“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.” 
.
4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

5. Las pruebas incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

5.1 En escrito recibido el 12 de abril de 2018, el apoderado de la accionante solicitó al Ministerio de Trabajo expedir a su costa copia de los siguientes documentos: a) el expediente administrativo de la señora Carmen Emilia Román de Acevedo; b) todas las diligencias adelantadas por esa entidad ante las autoridades de España, en relación con el trámite pensional de la citada señora; c) los formatos ES/CO2 y d) la decisión final adoptada por el estado Español sobre la reclamación pensional
.

5.2 Mediante oficio del 2 de mayo siguiente, el Director Territorial del Ministerio de Trabajo remitió esa petición, por competencia, a la encargada del Grupo de Convenios Internacionales de esa entidad
.

5.3 En comunicación del 26 de junio, esa última funcionaria requirió al apoderado de la accionante para que incorporara el poder para actuar a su nombre y para que pagara el valor de las copias solicitadas, cuyo recibo de consignación debía ser allegado
. 

5.4 A esto se procedió el 12 de julio y 24 de agosto
.

5.5 En oficio del 24 de septiembre último se informó a la accionante sobre las gestiones adelantadas por ese Ministerio en el citado trámite pensional y que “estamos a la espera de que la Dirección Provincial de Madrid – España, nos remita el formulario ES/CO-02 actualizado, para que este Ministerio en su calidad de organismo de enlace lo envíe a Colpensiones, entidad que continuará con el trámite de rigor”. Además, se adjuntaron copia de los 59 folios que componen el respectivo expediente administrativo
. 

5.6 La respuesta fue enviada a la dirección suministrada por el apoderado de la accionante y recibida allí el 1º de octubre pasado
.

5.7 Atendiendo requerimiento de esta Sala en auto del 20 de los cursantes, la encargada del Grupo de Convenios Internacionales del Ministerio de Trabajo informó que con aquella contestación se remitió copia de los formularios ES/CO-02 así como de las decisiones adoptadas, en el año 2016, por las entidades competentes y que frente al nuevo estudio sobre el reconocimiento de la pensión de vejez de la actora, esa cartera se encuentra a la espera de que el Instituto Nacional de Seguridad Social de España remita los formatos ES/CO-02 actualizados y la resolución por medio de la cual se defina, por segunda vez, la reclamación pensional elevada
.  

6. En estas condiciones, para la Sala, la contestación suministrada cumple los presupuestos jurisprudenciales sobre la materia, ya que además de que se expidieron copias del expediente administrativo de la señora Román de Acevedo, se informó que se encuentra pendiente que el Instituto Nacional de Seguridad Social de España envíe los citados formularios actualizados, así como la decisión sobre el reconocimiento de la pensión de vejez de la accionante. 

El motivo aducido respecto a la imposibilidad de emitir esas dos últimas copias, constituye un impedimento válido para ese efecto, pues, por obvias razones, si la entidad competente aún no le ha remitido tales documentos, a aquella no se le puede obligar a reproducirlos.

7. De esta manera las cosas, se justifica, tal como lo hizo la funcionaria de primera instancia, dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela   ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.” 

8. En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 10 de octubre, dentro de la acción de tutela instaurada por la Carmen Emilia Román de Acevedo contra el Ministerio de Trabajo, a la que fueron vinculados el Director Territorial de Risaralda, la Coordinadora del Grupo de Convenios Internacionales y la Directora de Pensiones de esa entidad.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folios 11 y 12 cuaderno No. 1


� Folios 13 y 14 cuaderno No. 1


� Folios 15 a 17 cuaderno No. 1


� Folios 18 a 20 cuaderno No. 1


� Folios 38 a 40 cuaderno No. 1


� Folios 41 y 49 cuaderno No. 1


� Folio 16 cuaderno No. 2


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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